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LEY DE 16 DE DICIEMBRE DE 1954 SOBRE EXPROPIACIÓN FORZOSA 
 

 
 

  Ley de 16 de diciembre de 1954 sobre expropiación forzosa  

[Texto consolidado] 

Proyecto de Ley por la que se modifica el texto refundido de la Ley de 

Suelo y Rehabilitación Urbana, aprobado por el Real Decreto Legislativo 

7/2015, de 30 de octubre 

 [modificación]1 

TÍTULO II 

Procedimiento general 

CAPÍTULO IV 

Del pago y toma de posesión 

 

Artículo cincuenta y cuatro. 

1. En el caso de no ejecutarse la obra o no establecerse el servicio que motivó 

la expropiación, así como si hubiera alguna parte sobrante de los bienes 

expropiados, o desapareciese la afectación, el primitivo dueño o sus causahabientes 

podrán recobrar la totalidad o la parte sobrante de lo expropiado, mediante el abono 

a quien fuera su titular de la indemnización que se determina en el artículo siguiente. 

Artículo cincuenta y cuatro. 

1. En el caso de no ejecutarse la obra o no establecerse el servicio que motivó 

la expropiación, así como si hubiera alguna parte sobrante de los bienes 

expropiados, o desapareciese la afectación, el primitivo dueño o sus 

causahabientes podrán recobrar la totalidad o la parte sobrante de lo expropiado, 

 
1  Se resalta en color azul, en la columna de la derecha, las adiciones propuestas en el Proyecto de Ley.  

 

https://www.boe.es/eli/es/l/1954/12/16/(1)/con
https://www.congreso.es/public_oficiales/L15/CONG/BOCG/A/BOCG-15-A-19-1.PDF
https://www.congreso.es/public_oficiales/L15/CONG/BOCG/A/BOCG-15-A-19-1.PDF
https://www.congreso.es/public_oficiales/L15/CONG/BOCG/A/BOCG-15-A-19-1.PDF


 

2. No habrá derecho de reversión, sin embargo, en los casos siguientes: 

a) Cuando simultáneamente a la desafectación del fin que justificó la 

expropiación se acuerde justificadamente una nueva afectación a otro fin que haya 

sido declarado de utilidad pública o interés social. En este supuesto la 

Administración dará publicidad a la sustitución, pudiendo el primitivo dueño o sus 

causahabientes alegar cuanto estimen oportuno en defensa de su derecho a la 

reversión, si consideran que no concurren los requisitos exigidos por la ley, así 

como solicitar la actualización del justiprecio si no se hubiera ejecutado la obra o 

establecido el servicio inicialmente previstos. 

b) Cuando la afectación al fin que justificó la expropiación o a otro declarado 

de utilidad pública o interés social se prolongue durante diez años desde la 

terminación de la obra o el establecimiento del servicio. 

3. Cuando de acuerdo con lo establecido en los apartados anteriores de este 

artículo proceda la reversión, el plazo para que el dueño primitivo o sus 

causahabientes puedan solicitarla será el de tres meses, a contar desde la fecha en 

que la Administración hubiera notificado el exceso de expropiación, la 

desafectación del bien o derecho expropiados o su propósito de no ejecutar la obra 

o de no implantar el servicio. 

En defecto de esta notificación, el derecho de reversión podrá ejercitarse por el 

expropiado y sus causahabientes en los casos y con las condiciones siguientes: 

a) Cuando se hubiera producido un exceso de expropiación o la desafectación 

del bien o derecho expropiados y no hubieran transcurrido veinte años desde la toma 

de posesión de aquéllos. 

b) Cuando hubieran transcurrido cinco años desde la toma de posesión del bien 

o derecho expropiados sin iniciarse la ejecución de la obra o la implantación del 

servicio. 

mediante el abono a quien fuera su titular de la indemnización que se determina 

en el artículo siguiente. 

2. No habrá derecho de reversión, sin embargo, en los casos siguientes: 

a) Cuando simultáneamente a la desafectación del fin que justificó la 

expropiación se acuerde justificadamente una nueva afectación a otro fin que haya 

sido declarado de utilidad pública o interés social. En este supuesto la 

Administración dará publicidad a la sustitución, pudiendo el primitivo dueño o 

sus causahabientes alegar cuanto estimen oportuno en defensa de su derecho a la 

reversión, si consideran que no concurren los requisitos exigidos por la ley, así 

como solicitar la actualización del justiprecio si no se hubiera ejecutado la obra o 

establecido el servicio inicialmente previstos. 

b) Cuando la afectación al fin que justificó la expropiación o a otro declarado 

de utilidad pública o interés social se prolongue durante diez años desde la 

terminación de la obra o el establecimiento del servicio. 

3. Cuando de acuerdo con lo establecido en los apartados anteriores de este 

artículo proceda la reversión, el plazo para que el dueño primitivo o sus 

causahabientes puedan solicitarla será el de tres meses, a contar desde la fecha en 

que la Administración hubiera notificado el exceso de expropiación, la 

desafectación del bien o derecho expropiados o su propósito de no ejecutar la obra 

o de no implantar el servicio. 

En defecto de esta notificación, el derecho de reversión podrá ejercitarse por 

el expropiado y sus causahabientes en los casos y con las condiciones siguientes: 

a) Cuando se hubiera producido un exceso de expropiación o la desafectación 

del bien o derecho expropiados y no hubieran transcurrido veinte años desde la 

toma de posesión de aquéllos. 

b) Cuando hubieran transcurrido cinco años desde la toma de posesión del 

bien o derecho expropiados sin iniciarse la ejecución de la obra o la implantación 

del servicio. 



c) Cuando la ejecución de la obra o las actuaciones para el establecimiento del 

servicio estuvieran suspendidas más de dos años por causas imputables a la 

Administración o al beneficiario de la expropiación sin que se produjera por parte 

de éstos ningún acto expreso para su reanudación. 

4. La competencia para resolver sobre la reversión corresponderá a la 

Administración en cuya titularidad se halle el bien o derecho en el momento en que 

se solicite aquélla o a la que se encuentre vinculado el beneficiario de la 

expropiación, en su caso, titular de los mismos. 

5. En las inscripciones en el Registro de la Propiedad del dominio y demás 

derechos reales sobre bienes inmuebles adquiridos por expropiación forzosa se hará 

constar el derecho preferente de los reversionistas frente a terceros posibles 

adquirentes para recuperar el bien o derecho expropiados de acuerdo con lo 

dispuesto en este artículo y en el siguiente, sin cuya constancia registral el derecho 

de reversión no será oponible a los terceros adquirentes que hayan inscrito los títulos 

de sus respectivos derechos conforme a lo previsto en la Ley Hipotecaria. 

 

c) Cuando la ejecución de la obra o las actuaciones para el establecimiento 

del servicio estuvieran suspendidas más de dos años por causas imputables a la 

Administración o al beneficiario de la expropiación sin que se produjera por parte 

de éstos ningún acto expreso para su reanudación. 

4. La competencia para resolver sobre la reversión corresponderá a la 

Administración en cuya titularidad se halle el bien o derecho en el momento en 

que se solicite aquélla o a la que se encuentre vinculado el beneficiario de la 

expropiación, en su caso, titular de los mismos. 

5. En las inscripciones en el Registro de la Propiedad del dominio y demás 

derechos reales sobre bienes inmuebles adquiridos por expropiación forzosa se 

hará constar el derecho preferente de los reversionistas frente a terceros posibles 

adquirentes para recuperar el bien o derecho expropiados de acuerdo con lo 

dispuesto en este artículo y en el siguiente, sin cuya constancia registral el derecho 

de reversión no será oponible a los terceros adquirentes que hayan inscrito los 

títulos de sus respectivos derechos conforme a lo previsto en la Ley Hipotecaria.  

Podrá llevarse a cabo la cancelación de la constancia registral del derecho de 

reversión en virtud de certificación del acto administrativo en que así se acuerde, 

de la que resulte la previa notificación a su titular registral y su firmeza, cuando 

concurran alguna de las circunstancias siguientes:  

a) Que simultáneamente a la desafectación del fin que justificó la 

expropiación se hubiere acordado justificadamente una nueva afectación a otro fin 

que haya sido declarado de utilidad pública o interés social. 

 b) Que la afectación al fin que justificó la expropiación o a otro declarado de 

utilidad pública o interés social se hubiere prolongado durante diez años desde la 

terminación de la obra o el establecimiento del servicio.  

c) Que hubieren transcurrido los plazos establecidos en el apartado 3 para 

legitimar el ejercicio del derecho de reversión o que dicho ejercicio hubiese sido 

desestimado.  



6. En todo caso se producirá la caducidad de la constancia registral del 

derecho preferente de reversión cuando transcurran 30 años a contar desde la 

ocupación material del bien. 
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REAL DECRETO LEGISLATIVO 7/2015, DE 30 DE OCTUBRE, POR EL QUE SE APRUEBA EL TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY DE SUELO Y 

REHABILITACIÓN URBANA 
 

 
 

  Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el 

texto refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana  

[Texto consolidado] 

Proyecto de Ley por la que se modifica el texto refundido de la Ley de 

Suelo y Rehabilitación Urbana, aprobado por el Real Decreto Legislativo 

7/2015, de 30 de octubre 

 [modificación]1 

TÍTULO PRELIMINAR 

Disposiciones generales 

Artículo 4. Ordenación del territorio y ordenación urbanística2. 

1. La ordenación territorial y la urbanística son funciones públicas no 

susceptibles de transacción que organizan y definen el uso del territorio y del suelo 

de acuerdo con el interés general, determinando las facultades y deberes del 

derecho de propiedad del suelo conforme al destino de éste. Esta determinación no 

confiere derecho a exigir indemnización, salvo en los casos expresamente 

establecidos en las leyes. 

Artículo cincuenta y cuatro. 

1. La ordenación territorial y la urbanística son funciones públicas no 

susceptibles de transacción que organizan y definen el uso del territorio y del suelo 

de acuerdo con el interés general, determinando, además, las facultades y deberes 

del derecho de propiedad del suelo conforme al destino de éste. Esta determinación 

no confiere derecho a exigir indemnización, salvo en los casos expresamente 

establecidos en las leyes. 

 
1  Se resalta en color azul, en la columna de la derecha, las adiciones propuestas en el Proyecto de Ley.  
2 Téngase en cuenta que se declara inconstitucional y nulo el apartado 4, por Sentencia del TC 143/2017, de 14 de diciembre. 

https://www.boe.es/eli/es/rdlg/2015/10/30/7/con
https://www.boe.es/eli/es/rdlg/2015/10/30/7/con
https://www.congreso.es/public_oficiales/L15/CONG/BOCG/A/BOCG-15-A-19-1.PDF
https://www.congreso.es/public_oficiales/L15/CONG/BOCG/A/BOCG-15-A-19-1.PDF
https://www.congreso.es/public_oficiales/L15/CONG/BOCG/A/BOCG-15-A-19-1.PDF
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2018-605


El ejercicio de la potestad de ordenación territorial y urbanística deberá ser 

motivado, con expresión de los intereses generales a que sirve. 

2. La legislación sobre la ordenación territorial y urbanística garantizará: 

a) La dirección y el control por las Administraciones Públicas competentes del 

proceso urbanístico en sus fases de ocupación, urbanización, construcción o 

edificación y utilización del suelo por cualesquiera sujetos, públicos y privados. 

b) La participación de la comunidad en las plusvalías generadas por la acción 

de los entes públicos en los términos previstos por esta ley y las demás que sean de 

aplicación. 

c) El derecho a la información de los ciudadanos y de las entidades 

representativas de los intereses afectados por los procesos urbanísticos, así como 

la participación ciudadana en la ordenación y gestión urbanísticas. 

3. La gestión pública urbanística y de las políticas de suelo fomentará la 

participación privada. 

 

 El ejercicio de la potestad de ordenación territorial y urbanística deberá ser 

motivado, con expresión de los intereses generales a que sirve.  

2. Los instrumentos de ordenación territorial y urbanística, con independencia 

de la denominación y demás aspectos regulatorios derivados de su legislación 

aplicable, contienen documentos y determinaciones de naturaleza jurídica diversa 

que van desde las decisiones estratégicas de ordenación de los ámbitos territoriales 

correspondientes, con su programación temporal y los planes y programas de obras 

y actuaciones, hasta las normas de carácter general o particular que resulten 

aplicables en los ámbitos respectivos. También incluyen estudios, memorias e 

informes de conformidad con su propia legislación. 

Su régimen de invalidez se rige por lo establecido en la legislación general de 

procedimiento administrativo común, y de la jurisdicción contencioso-

administrativa, con las especialidades contenidas en esta ley. 

 3. Los instrumentos de ordenación territorial y urbanística podrán ser 

modificados o sustituidos sin perjuicio de la pervivencia, total o parcial, de 

aquellos de sus contenidos a los que se remitan directamente los nuevos 

instrumentos.  

4. La legislación sobre la ordenación territorial y urbanística garantizará: 

 a) La dirección y el control por las Administraciones Públicas competentes 

del proceso urbanístico en sus fases de ocupación, urbanización, construcción o 

edificación y utilización del suelo por cualesquiera sujetos, públicos y privados.  

b) La participación de la comunidad en las plusvalías generadas por la acción 

de los entes públicos en los términos previstos por esta ley y las demás que sean 

de aplicación.  

c) El derecho a la información de los ciudadanos y de las entidades 

representativas de los intereses afectados por los procesos urbanísticos, así como 

la participación ciudadana en la ordenación y gestión urbanísticas.  



5. La gestión pública urbanística y de las políticas de suelo fomentará la 

participación privada. 

TÍTULO I 

Condiciones básicas de la igualdad en los derechos y deberes constitucionales de los ciudadanos 

CAPÍTULO I 

Estatuto básico del ciudadano 

Artículo 5. Derechos del ciudadano. 

Todos los ciudadanos tienen derecho a: 

a) Disfrutar de una vivienda digna, adecuada y accesible, concebida con 

arreglo al principio de diseño para todas las personas, que constituya su domicilio 

libre de ruido u otras inmisiones contaminantes de cualquier tipo que superen los 

límites máximos admitidos por la legislación aplicable y en un medio ambiente y 

un paisaje adecuados. 

b) Acceder, en condiciones no discriminatorias y de accesibilidad universal, a 

la utilización de las dotaciones públicas y los equipamientos colectivos abiertos al 

uso público, de acuerdo con la legislación reguladora de la actividad de que se trate. 

c) Acceder a la información de que dispongan las Administraciones Públicas 

sobre la ordenación del territorio, la ordenación urbanística y su evaluación 

ambiental, así como obtener copia o certificación de las disposiciones o actos 

administrativos adoptados, en los términos dispuestos por su legislación 

reguladora. 

Artículo 5. Derechos del ciudadano. 

Todos los ciudadanos tienen derecho a: 

a) Disfrutar de una vivienda digna, adecuada y accesible, concebida con 

arreglo al principio de diseño para todas las personas, que constituya su domicilio 

libre de ruido u otras inmisiones contaminantes de cualquier tipo que superen los 

límites máximos admitidos por la legislación aplicable y en un medio ambiente y 

un paisaje adecuados. 

b) Acceder, en condiciones no discriminatorias y de accesibilidad universal, a 

la utilización de las dotaciones públicas y los equipamientos colectivos abiertos al 

uso público, de acuerdo con la legislación reguladora de la actividad de que se 

trate. 

c) Acceder a la información de que dispongan las Administraciones Públicas 

sobre la ordenación del territorio, la ordenación urbanística y su evaluación 

ambiental, así como obtener copia o certificación de las disposiciones o actos 

administrativos adoptados, en los términos dispuestos por su legislación 

reguladora. 



d) Ser informados por la Administración competente, de forma completa, por 

escrito y en plazo razonable, del régimen y las condiciones urbanísticas aplicables 

a una finca determinada, en los términos dispuestos por su legislación reguladora. 

e) Participar efectivamente en los procedimientos de elaboración y aprobación 

de cualesquiera instrumentos de ordenación del territorio o de ordenación y 

ejecución urbanísticas y de su evaluación ambiental mediante la formulación de 

alegaciones, observaciones, propuestas, reclamaciones y quejas y a obtener de la 

Administración una respuesta motivada, conforme a la legislación reguladora del 

régimen jurídico de dicha Administración y del procedimiento de que se trate. 

f) Ejercer la acción pública para hacer respetar las determinaciones de la 

ordenación territorial y urbanística, así como las decisiones resultantes de los 

procedimientos de evaluación ambiental de los instrumentos que las contienen y 

de los proyectos para su ejecución, en los términos dispuestos por su legislación 

reguladora. 

d) Ser informados por la Administración competente, de forma completa, por 

escrito y en plazo razonable, del régimen y las condiciones urbanísticas aplicables 

a una finca determinada, en los términos dispuestos por su legislación reguladora. 

e) Participar efectivamente en los procedimientos de elaboración y aprobación 

de cualesquiera instrumentos de ordenación del territorio o de ordenación y 

ejecución urbanísticas y de su evaluación ambiental mediante la formulación de 

alegaciones, observaciones, propuestas, reclamaciones y quejas y a obtener de la 

Administración una respuesta motivada, conforme a la legislación reguladora del 

régimen jurídico de dicha Administración y del procedimiento de que se trate.  

f) Ejercer la acción pública en defensa de los intereses generales vinculados 

con la ordenación del territorio y el urbanismo en los términos establecidos por el 

artículo 62, así como respecto de las decisiones resultantes de los procedimientos 

de evaluación ambiental de los instrumentos que las contienen y de los proyectos 

para su ejecución, de conformidad con lo dispuesto por su legislación reguladora. 

CAPÍTULO III 

Estatuto jurídico de la propiedad del suelo 

Artículo 11. Régimen urbanístico del derecho de propiedad del suelo3. 

1. El régimen urbanístico de la propiedad del suelo es estatutario y resulta de 

su vinculación a concretos destinos, en los términos dispuestos por la legislación 

sobre ordenación territorial y urbanística. 

2. La previsión de edificabilidad por la ordenación territorial y urbanística, por 

sí misma, no la integra en el contenido del derecho de propiedad del suelo. La 

patrimonialización de la edificabilidad se produce únicamente con su realización 

Artículo 11. Régimen urbanístico del derecho de propiedad del suelo. 

1. El régimen urbanístico de la propiedad del suelo es estatutario y resulta de 

su vinculación a concretos destinos, en los términos dispuestos por la legislación 

sobre ordenación territorial y urbanística. 

2. La previsión de edificabilidad por la ordenación territorial y urbanística, por 

sí misma, no la integra en el contenido del derecho de propiedad del suelo. La 

patrimonialización de la edificabilidad se produce únicamente con su realización 

 
3 Téngase en cuenta que se declaran inconstitucionales y nulos los incisos destacados de las letras a) y d) y son constitucionales, en los términos establecidos por el fundamento jurídico 

23, el inciso destacado de la letra b) y la letra c) del apartado 4, por Sentencia 143/2017, de 14 de diciembre, en el mismo sentido, en cuanto a la constitucionalidad del inciso destacado de la letra 

b) y la letra c) del apartado 4, Sentencia 75/2018, de 5 de julio.  

https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2018-605
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2018-11273


efectiva y está condicionada en todo caso al cumplimiento de los deberes y el 

levantamiento de las cargas propias del régimen que corresponda, en los términos 

dispuestos por la legislación sobre ordenación territorial y urbanística. 

3. Todo acto de edificación requerirá del acto de conformidad, aprobación o 

autorización administrativa que sea preceptivo, según la legislación de ordenación 

territorial y urbanística, debiendo ser motivada su denegación. En ningún caso 

podrán entenderse adquiridas por silencio administrativo facultades o derechos que 

contravengan la ordenación territorial o urbanística. 

4. Con independencia de lo establecido en el apartado anterior, serán expresos, 

con silencio administrativo negativo, los actos que autoricen: 

a) Movimientos de tierras, explanaciones, parcelaciones, segregaciones u 

otros actos de división de fincas en cualquier clase de suelo, cuando no formen 

parte de un proyecto de reparcelación. 

 

 

b) Las obras de edificación, construcción e implantación de instalaciones de 

nueva planta. 

 

c) La ubicación de casas prefabricadas e instalaciones similares, ya sean 

provisionales o permanentes. 

d) La tala de masas arbóreas o de vegetación arbustiva en terrenos 

incorporados a procesos de transformación urbanística y, en todo caso, cuando 

dicha tala se derive de la legislación de protección del domino público.  

 

5. Cuando la legislación de ordenación territorial y urbanística aplicable sujete 

la primera ocupación o utilización de las edificaciones a un régimen de 

comunicación previa o de declaración responsable, y de dichos procedimientos no 

efectiva y está condicionada en todo caso al cumplimiento de los deberes y el 

levantamiento de las cargas propias del régimen que corresponda, en los términos 

dispuestos por la legislación sobre ordenación territorial y urbanística. 

3. Todo acto de edificación requerirá del acto de conformidad, aprobación o 

autorización administrativa que sea preceptivo, según la legislación de ordenación 

territorial y urbanística, debiendo ser motivada su denegación. En ningún caso 

podrán entenderse adquiridas por silencio administrativo facultades o derechos que 

contravengan la ordenación territorial o urbanística.  

4. Con independencia de lo establecido en el apartado anterior serán expresos, 

con silencio administrativo negativo, los actos que autoricen:  

a) Los movimientos de tierras, las explanaciones, las construcciones e 

instalaciones de nueva planta, así como la ubicación de casas prefabricadas e 

instalaciones similares, ya sean estas provisionales o permanentes, cuando 

cualesquiera de estas actuaciones se proyecten sobre suelos en situación básica de 

rural, no sometidos a transformación urbanística de conformidad con el 

instrumento de ordenación territorial y urbanística correspondiente.  

b) Las obras de edificación de nueva planta referidas en el artículo 2.2.a) y c) 

de la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenación de la Edificación, salvo que 

se trate de vivienda sometida a algún régimen de protección pública promovida 

por las propias Administraciones Públicas o sus entes dependientes.  

c) La tala de masas arbóreas o de vegetación arbustiva que se derive de la 

legislación de protección del dominio público. 

 

 

 

5. Cuando la legislación de ordenación territorial y urbanística aplicable sujete 

la primera ocupación o utilización de las edificaciones a un régimen de 

comunicación previa o de declaración responsable, y de dichos procedimientos no 



resulte que la edificación cumple los requisitos necesarios para el destino al uso 

previsto, la Administración a la que se realice la comunicación deberá adoptar las 

medidas necesarias para el cese de la ocupación o utilización comunicada. Si no 

adopta dichas medidas en el plazo de seis meses, será responsable de los perjuicios 

que puedan ocasionarse a terceros de buena fe por la omisión de tales medidas. La 

Administración podrá repercutir en el sujeto obligado a la presentación de la 

comunicación previa o declaración responsable el importe de tales perjuicios. 

Tanto la práctica de la comunicación previa a la Administración competente, 

como las medidas de restablecimiento de la legalidad urbanística que aquella 

pudiera adoptar en relación con el acto comunicado, deberán hacerse constar en el 

Registro de la Propiedad, en los términos establecidos por la legislación hipotecaria 

y por esta ley. 

resulte que la edificación cumple los requisitos necesarios para el destino al uso 

previsto, la Administración a la que se realice la comunicación deberá adoptar las 

medidas necesarias para el cese de la ocupación o utilización comunicada. Si no 

adopta dichas medidas en el plazo de seis meses, será responsable de los perjuicios 

que puedan ocasionarse a terceros de buena fe por la omisión de tales medidas. La 

Administración podrá repercutir en el sujeto obligado a la presentación de la 

comunicación previa o declaración responsable el importe de tales perjuicios. 

Tanto la práctica de la comunicación previa a la Administración competente, 

como las medidas de restablecimiento de la legalidad urbanística que aquella 

pudiera adoptar en relación con el acto comunicado, deberán hacerse constar en el 

Registro de la Propiedad, en los términos establecidos por la legislación hipotecaria 

y por esta ley. 

TÍTULO V 

Valoraciones 

Artículo 38. Indemnización de la facultad de participar en actuaciones de 

nueva urbanización4. 

1. Procederá valorar la facultad de participar en la ejecución de una actuación 

de nueva urbanización cuando concurran los siguientes requisitos: 

a) Que los terrenos hayan sido incluidos en la delimitación del ámbito de la 

actuación y se den los requisitos exigidos para iniciarla o para expropiar el suelo 

correspondiente, de conformidad con la legislación en la materia. 

b) Que la disposición, el acto o el hecho que motiva la valoración impida el 

ejercicio de dicha facultad o altere las condiciones de su ejercicio modificando los 

usos del suelo o reduciendo su edificabilidad. 

Artículo 38. Indemnización de la facultad de participar en actuaciones de 

nueva urbanización. 

1. Procederá valorar la facultad de participar en la ejecución de una actuación 

de nueva urbanización cuando concurran los siguientes requisitos: 

a) Que los terrenos hayan sido incluidos en la delimitación del ámbito de la 

actuación y se den los requisitos exigidos para iniciarla o para expropiar el suelo 

correspondiente, de conformidad con la legislación en la materia. 

b) Que la disposición, el acto o el hecho que motiva la valoración impida el 

ejercicio de dicha facultad o altere las condiciones de su ejercicio modificando los 

usos del suelo o reduciendo su edificabilidad. 

 
4 Téngase en cuenta que el apartado 2.a) del art. 25 del Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de suelo, precepto de contenido 

equivalente al apartado 2.a) del presente artículo, ha sido declarado inconstitucional y nulo por Sentencia TC 218/2015, de 22 de octubre. 

https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2015-12883


c) Que la disposición, el acto o el hecho a que se refiere la letra anterior surtan 

efectos antes del inicio de la actuación y del vencimiento de los plazos establecidos 

para dicho ejercicio, o después si la ejecución no se hubiera llevado a cabo por 

causas imputables a la Administración. 

d) Que la valoración no traiga causa del incumplimiento de los deberes 

inherentes al ejercicio de la facultad. 

2. La indemnización por impedir el ejercicio de la facultad de participar en la 

actuación o alterar sus condiciones será el resultado de aplicar el mismo porcentaje 

que determine la legislación sobre ordenación territorial y urbanística para la 

participación de la comunidad en las plusvalías de conformidad con lo previsto en 

la letra b) del apartado primero del artículo 18 de esta ley: 

a) A la diferencia entre el valor del suelo en su situación de origen y el valor 

que le correspondería si estuviera terminada la actuación, cuando se impida el 

ejercicio de esta facultad. 

b) A la merma provocada en el valor que correspondería al suelo si estuviera 

terminada la actuación, cuando se alteren las condiciones de ejercicio de la 

facultad. 

c) Que la disposición, el acto o el hecho a que se refiere la letra anterior surtan 

efectos antes del inicio de la actuación y del vencimiento de los plazos establecidos 

para dicho ejercicio, o después si la ejecución no se hubiera llevado a cabo por 

causas imputables a la Administración. 

d) Que la valoración no traiga causa del incumplimiento de los deberes 

inherentes al ejercicio de la facultad.  

2. La indemnización por impedir el ejercicio de la facultad de participar en la 

actuación o alterar sus condiciones será el resultado de aplicar el porcentaje de 

beneficio empresarial derivado de la promoción de la actuación urbanizadora: 

 

 a) Al valor que le correspondería al suelo si estuviera terminada la actuación 

descontados los costes de urbanización y el resto de los deberes y cargas pendientes 

de materialización, cuando se impida el ejercicio de esta facultad.  

b) A la merma provocada en el valor que correspondería al suelo si estuviera 

terminada la actuación descontados los costes de urbanización y el resto de los 

deberes y cargas pendientes de materialización, cuando se alteren las condiciones 

de ejercicio de la facultad. 

TÍTULO VI 

Expropiación forzosa y responsabilidad patrimonial 

Artículo 47. Supuestos de reversión y de retasación. 

1. Si se alterara el uso que motivó la expropiación de suelo en virtud de 

modificación o revisión del instrumento de ordenación territorial y urbanística, 

procede la reversión salvo que concurra alguna de las siguientes circunstancias: 

Artículo 47. Supuestos de reversión y de retasación. 

1. Si se alterara el uso que motivó la expropiación de suelo en virtud de 

modificación o revisión del instrumento de ordenación territorial y urbanística, 

procede la reversión salvo que concurra alguna de las siguientes circunstancias: 



a) Que el uso dotacional público que hubiera motivado la expropiación hubiera 

sido efectivamente implantado y mantenido durante ocho años, o bien que el nuevo 

uso asignado al suelo sea igualmente dotacional público. 

b) Haberse producido la expropiación para la formación o ampliación de un 

patrimonio público de suelo, siempre que el nuevo uso sea compatible con los fines 

de éste. 

c) Haberse producido la expropiación para la ejecución de una actuación de 

urbanización. 

d) Haberse producido la expropiación por incumplimiento de los deberes o no 

levantamiento de las cargas propias del régimen aplicable al suelo conforme a esta 

ley. 

e) Cualquiera de los restantes supuestos en que no proceda la reversión de 

acuerdo con la Ley de Expropiación Forzosa. 

2. En los casos en que el suelo haya sido expropiado para ejecutar una 

actuación de urbanización: 

a) Procede la reversión, cuando hayan transcurrido diez años desde la 

expropiación sin que la urbanización se haya concluido. 

b) Procede la retasación cuando se alteren los usos o la edificabilidad del suelo, 

en virtud de una modificación del instrumento de ordenación territorial y 

urbanística que no se efectúe en el marco de un nuevo ejercicio pleno de la potestad 

de ordenación, y ello suponga un incremento de su valor conforme a los criterios 

aplicados en su expropiación. 

El nuevo valor se determinará mediante la aplicación de los mismos criterios 

de valoración a los nuevos usos y edificabilidades. Corresponderá al expropiado o 

sus causahabientes la diferencia entre dicho valor y el resultado de actualizar el 

justiprecio. 

a) Que el uso dotacional público que hubiera motivado la expropiación hubiera 

sido efectivamente implantado y mantenido durante ocho años, o bien que el nuevo 

uso asignado al suelo sea igualmente dotacional público. 

b) Haberse producido la expropiación para la formación o ampliación de un 

patrimonio público de suelo, siempre que el nuevo uso sea compatible con los fines 

de éste. 

c) Haberse producido la expropiación para la ejecución de una actuación de 

urbanización. 

d) Haberse producido la expropiación por incumplimiento de los deberes o no 

levantamiento de las cargas propias del régimen aplicable al suelo conforme a esta 

ley. 

e) Cualquiera de los restantes supuestos en que no proceda la reversión de 

acuerdo con la Ley de Expropiación Forzosa. 

2. En los casos en que el suelo haya sido expropiado para ejecutar una 

actuación de urbanización: 

a) Procede la reversión, cuando hayan transcurrido diez años desde la 

expropiación sin que la urbanización se haya concluido. 

b) Procede la retasación cuando se alteren los usos o la edificabilidad del suelo, 

en virtud de una modificación del instrumento de ordenación territorial y 

urbanística que no se efectúe en el marco de un nuevo ejercicio pleno de la potestad 

de ordenación, y ello suponga un incremento de su valor conforme a los criterios 

aplicados en su expropiación. 

El nuevo valor se determinará mediante la aplicación de los mismos criterios 

de valoración a los nuevos usos y edificabilidades. Corresponderá al expropiado o 

sus causahabientes la diferencia entre dicho valor y el resultado de actualizar el 

justiprecio. 



En lo no previsto por el párrafo anterior, será de aplicación al derecho de 

retasación lo dispuesto para el derecho de reversión, incluido su acceso al Registro 

de la Propiedad. 

3. No procede la reversión cuando del suelo expropiado se segreguen su vuelo 

o subsuelo, conforme a lo previsto en el apartado 5 del artículo 26, siempre que se 

mantenga el uso dotacional público para el que fue expropiado o concurra alguna 

de las restantes circunstancias previstas en el apartado primero. 

 

En lo no previsto por el párrafo anterior, será de aplicación al derecho de 

retasación lo dispuesto para el derecho de reversión, incluido su acceso al Registro 

de la Propiedad. 

3. No procede la reversión cuando del suelo expropiado se segreguen su vuelo 

o subsuelo, conforme a lo previsto en el apartado 5 del artículo 26, siempre que se 

mantenga el uso dotacional público para el que fue expropiado o concurra alguna 

de las restantes circunstancias previstas en el apartado primero.  

4. Podrá cancelarse la constancia registral del derecho de reversión en virtud 

de certificación administrativa firme y notificada a su titular, en la que se haga 

constar la concurrencia de alguna de las circunstancias siguientes:  

a) Haber sido implantado y mantenido durante un periodo de ocho años el uso 

dotacional público para el que se produjo la expropiación o aquel otro dotacional 

público que lo hubiera sustituido.  

b) Que las obras de urbanización hayan sido recepcionadas definitivamente 

dentro del plazo de diez años desde la expropiación cuando ésta se haya producido 

como forma de actuación de la propia urbanización. Si la obra hubiere finalizado 

una vez transcurrido dicho plazo, la certificación deberá expresar que el derecho 

de reversión no ha sido ejercitado en el plazo legalmente establecido de 

conformidad con lo dispuesto en el artículo 54.3.b) de la Ley sobre expropiación 

forzosa, o que su ejercicio ha sido desestimado.  

5. Particularmente, en el caso de derechos de reversión surgidos como 

consecuencia de expropiaciones por falta de adhesión del titular registral a la 

Entidad urbanística de colaboración que corresponda, se considerará cumplido el 

fin para el que se produjo la expropiación con la aprobación definitiva del 

expediente de distribución de beneficios y cargas. Consecuentemente procederá la 

cancelación de la constancia registral del derecho de reversión en virtud de la 

certificación administrativa de aquella aprobación.  

Si el derecho de reversión surgido como consecuencia de este tipo de 

expropiaciones constara en fincas de resultado de expedientes de gestión ya 

inscritos, su cancelación podrá llevarse a cabo en virtud de instancia firmada por 



el titular registral del dominio de la finca, con firma legitimada notarialmente o 

ratificada ante el registrador.  

6. No procederá la constancia registral del derecho de reversión en las 

expropiaciones realizadas por incumplimiento de los deberes o no levantamiento 

de las cargas propias del régimen aplicable al suelo conforme a esta ley. 

TÍTULO VIII 

Régimen jurídico 

CAPÍTULO I 

Actuaciones ilegales y con el Ministerio Fiscal 

Artículo 55. Actos nulos de pleno derecho. 

Serán nulos de pleno derecho los actos administrativos de intervención que se 

dicten con infracción de la ordenación de las zonas verdes o espacios libres 

previstos en los instrumentos de ordenación urbanística. Mientras las obras estén 

en curso de ejecución, se procederá a la suspensión de los efectos del acto 

administrativo legitimador y a la adopción de las demás medidas que procedan. Si 

las obras estuvieren terminadas, se procederá a su revisión de oficio por los trámites 

previstos en la legislación de procedimiento administrativo común. 

 

Artículo 55. Nulidad y anulabilidad de los instrumentos de ordenación 

territorial y urbanística y de los actos dictados a su amparo. 

1. El régimen de invalidez de los instrumentos de ordenación territorial y 

urbanística y de los actos dictados a su amparo se rige por lo establecido en la 

legislación general de procedimiento administrativo común, con las especialidades 

contenidas en esta ley.  

2. La nulidad por vicios formales o de procedimiento de los instrumentos de 

ordenación territorial y urbanística solo podrá declararse cuando concurra alguno 

de los siguientes supuestos:  

a) La aprobación definitiva por órgano manifiestamente incompetente por 

razón de la materia o del territorio.  

b) El desconocimiento total y absoluto del procedimiento legalmente 

establecido o de las normas que contienen las reglas esenciales para la formación 

de la voluntad de los órganos colegiados. 

 c) La omisión del trámite de evaluación ambiental conforme a la legislación 

que resulte aplicable.  



d) La omisión total y absoluta del trámite de información pública y 

participación que demande, con carácter preceptivo, la legislación de ordenación 

territorial y urbanística aplicable.  

e) La omisión de trámites de participación de otros órganos u organismos 

públicos o Administraciones Públicas en relación con los informes que sean 

preceptivos de conformidad con su normativa reguladora y cuando la subsanación 

del defecto, de conformidad con lo dispuesto por el apartado 6, sea especialmente 

compleja por la relevancia e influencia que tengan en el resultado global del 

instrumento de ordenación. Se entenderá que tienen tal influencia, salvo que el 

órgano emisor del informe determine lo contrario, el hidrológico, el de costas y los 

de carreteras y demás infraestructuras de carácter estructurante afectadas, de 

conformidad con lo que establezca para cada uno de ellos su legislación aplicable.  

f) La falta de memoria o del documento equivalente que demande la 

legislación de ordenación territorial y urbanística para justificar las decisiones de 

ordenación adoptadas, o la insuficiencia notoria de la misma, equiparable a su falta.  

3. La declaración de nulidad de un instrumento de ordenación territorial y 

urbanística no conllevará, por sí misma, la de sus actos o disposiciones de 

desarrollo. Sólo afectará a los instrumentos de ordenación territorial y urbanística 

que lo hayan desarrollado y a los actos dictados en su aplicación que no hayan 

adquirido firmeza, cuando, en ambos casos, adolezcan del vicio determinante de 

la causa de nulidad de aquél del que deriven.  

4. La declaración de nulidad será parcial, en todo caso, cuando pueda 

individualizarse respecto de un determinado ámbito territorial o cuando afecte a 

algunos preceptos o a concretas determinaciones que no tengan relevancia respecto 

del resto. Tampoco se podrán declarar nulos los contenidos de aquellos 

instrumentos que respondan a decisiones regladas derivadas de normativa de 

aplicación preceptiva.  

En todos estos casos subsistirán los actos dictados en aplicación de la parte no 

afectada por la declaración de nulidad, sean o no firmes, y aquellos actos y trámites 

cuyo contenido se hubiera mantenido igual de no haberse cometido la infracción.  



5. Serán nulos de pleno derecho los actos administrativos de intervención que 

se dicten con infracción de la ordenación de las zonas verdes o espacios libres 

previstos en los instrumentos de ordenación territorial y urbanística. Mientras las 

obras estén en curso de ejecución, se procederá a la suspensión de los efectos del 

acto administrativo legitimador y a la adopción de las demás medidas que 

procedan. Si las obras estuvieren terminadas, se procederá a su revisión de oficio 

por los trámites previstos en la legislación de procedimiento administrativo común 

de las Administraciones Públicas.  

6. Los vicios formales o de procedimiento no mencionados en el apartado 2 

en que puedan incurrir los instrumentos de ordenación territorial y urbanística 

implicarán su posible anulabilidad y podrán ser subsanados, con retroacción al 

momento procedimental oportuno, en un procedimiento instruido a tal fin por parte 

de la Administración actuante, que respetará las siguientes reglas:  

a) Se conservarán todas las actuaciones y trámites no afectados por el vicio 

cometido.  

b) Cuando se ordene la retroacción del procedimiento se fijará un plazo, que 

no podrá ser superior a un año, para que la Administración competente subsane el 

defecto, quedando prorrogada mientras tanto la eficacia del instrumento anulado, 

excepto en aquellas determinaciones que resulten directamente afectadas por el 

vicio cometido, que quedarán suspendidas. Excepcionalmente podrá prorrogarse 

dicho plazo por un máximo de seis meses más, cuando la Administración acredite 

de manera fehaciente la imposibilidad de llevar a cabo la subsanación en un plazo 

menor.  

7. En todo caso los defectos de forma sólo determinarán la anulabilidad 

cuando los instrumentos de ordenación territorial y urbanística y los actos dictados 

a su amparo carezcan de los requisitos formales indispensables para alcanzar su 

fin, o den lugar a la indefensión de los interesados.  

8. La anulación de un instrumento de ordenación territorial y urbanística por 

motivos formales no impedirá la aprobación de un nuevo instrumento que contenga 

soluciones de ordenación iguales o similares a las del instrumento anulado, siempre 



que se hayan corregido los vicios de los que adoleciera y las decisiones hayan 

quedado debidamente motivadas. 

CAPÍTULO III 

Acciones y recursos 

Artículo 62. Acción pública. 

1. Será pública la acción para exigir ante los órganos administrativos y los 

Tribunales Contencioso-Administrativos la observancia de la legislación y demás 

instrumentos de ordenación territorial y urbanística. 

2. Si dicha acción está motivada por la ejecución de obras que se consideren 

ilegales, podrá ejercitarse durante la ejecución de las mismas y hasta el transcurso 

de los plazos establecidos para la adopción de las medidas de protección de la 

legalidad urbanística. 

 

Artículo 62. Acción pública. 

1. Será pública la acción para exigir ante los órganos administrativos y los 

Tribunales Contencioso-Administrativos la observancia de la legislación y demás 

instrumentos de ordenación territorial y urbanística. El ejercicio de esta acción:  

a) No podrá ser contrario a la buena fe, constituir un abuso de derecho o 

pretender el reconocimiento o restablecimiento de una situación jurídica 

individualizada.  

b) No atribuirá la consideración de parte interesada a los efectos previstos por 

la legislación de procedimiento administrativo común, o contencioso-

administrativa, en los recursos, procedimientos o reclamaciones que no hayan 

tenido causa o inicio derivado del ejercicio concreto de dicha acción.  

2. Cuando la acción pública se ejercite frente a instrumentos de ordenación 

territorial y urbanística versará únicamente sobre los aspectos materiales o 

sustantivos de estos, salvo que se aduzcan vicios formales o de procedimiento que 

tengan una relevancia e influencia significativas sobre aquellos otros. 

Corresponderá a quien ejercite dicha acción acreditar de manera suficiente tal 

relevancia e influencia.  

3. El desistimiento en vía administrativa o contencioso-administrativa de la 

acción pública regulada en este artículo no podrá conllevar contrapartidas 



económicas en favor del recurrente. Esta interdicción se extiende al momento 

procesal de ejecución de la correspondiente sentencia.  

4. Cuando el ejercicio de la acción pública esté motivado por la ejecución de 

obras que se consideren ilegales, podrá ejercitarse durante la ejecución de estas y 

hasta el transcurso de los plazos establecidos para la adopción de las medidas de 

protección de la legalidad urbanística. 

Artículo 64. Recurso contencioso-administrativo. 

1. Los actos de las entidades locales, cualquiera que sea su objeto, que pongan 

fin a la vía administrativa serán recurribles directamente ante la jurisdicción 

contencioso-administrativa. 

 

2. Los actos de aprobación definitiva de los instrumentos de ordenación 

territorial y de los de ordenación y ejecución urbanísticas, sin perjuicio de los 

recursos administrativos que puedan proceder, podrán ser impugnados ante la 

jurisdicción contencioso-administrativa, en los términos prevenidos por su 

legislación reguladora. 

 

Artículo 64. Recurso contencioso-administrativo. 

1. Los actos de las entidades locales que pongan fin a la vía administrativa y, 

en todo caso, los actos de aprobación definitiva de los instrumentos de ordenación 

territorial y urbanística serán recurribles directamente ante la jurisdicción 

contencioso-administrativa.  

2. La impugnación con carácter indirecto de los instrumentos de ordenación 

territorial y urbanística sólo será posible cuando no haya transcurrido el plazo de 

cuatro años, contados desde el día siguiente al de la publicación de su acuerdo de 

aprobación definitiva. El recurso únicamente podrá basarse en los vicios de 

ilegalidad material en que pudieren incurrir, sin que sea posible aducir los 

eventuales vicios formales o atinentes al procedimiento, que sólo podrán plantearse 

mediante el recurso directo regulado por el artículo 25 de la Ley 29/1998, de 13 de 

julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa.  

3. Los actos de gestión y ejecución urbanísticas, sin perjuicio de los recursos 

administrativos que puedan proceder, podrán ser impugnados ante la jurisdicción 

contencioso-administrativa, en los términos prevenidos por su legislación 

reguladora. 

 

 



CAPÍTULO IV 

Registro de la Propiedad 

Artículo 68. Expedientes de distribución de beneficios y cargas. 

1. La iniciación del expediente de distribución de beneficios y cargas que 

corresponda o la afección de los terrenos comprendidos en una actuación de 

transformación urbanística al cumplimiento de las obligaciones inherentes a la 

forma de gestión que proceda, se harán constar en el Registro por nota al margen 

de la última inscripción de dominio de las fincas correspondientes. 

2. La nota marginal tendrá una duración de tres años y podrá ser prorrogada 

por otros tres años a instancia del órgano o agrupación de interés urbanístico que 

hubiera solicitado su práctica. 

3. La inscripción de los títulos de distribución de beneficios y cargas podrá 

llevarse a cabo, bien mediante la cancelación directa de las inscripciones y demás 

asientos vigentes de las fincas originarias, con referencia al folio registral de las 

fincas resultantes del proyecto, bien mediante agrupación previa de la totalidad de 

la superficie comprendida en la actuación de transformación urbanística y su 

división en todas y cada una de las fincas resultantes de las operaciones de 

distribución. 

4. Tomada la nota a la que se refiere el apartado 1, se producirán los siguientes 

efectos: 

a) Si el título adjudicare la finca resultante al titular registral de la finca 

originaria, la inscripción se practicará a favor de éste. 

b) Si el título atribuyere la finca resultante al titular registral de la finca 

originaria según el contenido de la certificación que motivó la práctica de la nota, 

la inscripción se practicará a favor de dicho titular y se cancelarán simultáneamente 

Artículo 68. Expedientes de distribución de beneficios y cargas. 

1. La iniciación del expediente de distribución de beneficios y cargas que 

corresponda o la afección de los terrenos comprendidos en una actuación de 

transformación urbanística al cumplimiento de las obligaciones inherentes a la 

forma de gestión que proceda, se harán constar en el Registro por nota al margen 

de la última inscripción de dominio de las fincas correspondientes. 

2. La nota marginal tendrá una duración de tres años y podrá ser prorrogada 

por otros tres años a instancia del órgano o agrupación de interés urbanístico que 

hubiera solicitado su práctica. 

3. La inscripción de los títulos de distribución de beneficios y cargas podrá 

llevarse a cabo, bien mediante la cancelación directa de las inscripciones y demás 

asientos vigentes de las fincas originarias, con referencia al folio registral de las 

fincas resultantes del proyecto, bien mediante agrupación previa de la totalidad de 

la superficie comprendida en la actuación de transformación urbanística y su 

división en todas y cada una de las fincas resultantes de las operaciones de 

distribución. 

4. Tomada la nota a la que se refiere el apartado 1, se producirán los siguientes 

efectos: 

a) Si el título adjudicare la finca resultante al titular registral de la finca 

originaria, la inscripción se practicará a favor de éste. 

b) Si el título atribuyere la finca resultante al titular registral de la finca 

originaria según el contenido de la certificación que motivó la práctica de la nota, 

la inscripción se practicará a favor de dicho titular y se cancelarán simultáneamente 



las inscripciones de dominio o de derechos reales sobre la finca originaria que se 

hubieren practicado con posterioridad a la fecha de la nota. 

c) En el caso a que se refiere la letra anterior, se hará constar al margen de la 

inscripción o inscripciones de las fincas de resultado, la existencia de los asientos 

posteriores que han sido objeto de cancelación, el título que los motivó y su 

respectiva fecha. 

d) Para la práctica de la inscripción de la finca o fincas de resultado a favor de 

los adquirentes de la finca originaria bastará la presentación del título que motivó 

la práctica de asientos cancelados posteriores a la nota, con la rectificación que 

corresponda y en la que se hagan constar las circunstancias y descripción de la 

finca o fincas resultantes del proyecto, así como el consentimiento para tal 

rectificación del titular registral y de los titulares de los derechos cancelados 

conforme a la letra b). Mientras no se lleve a cabo la expresada rectificación, no 

podrá practicarse ningún asiento sobre las fincas objeto de la nota marginal a que 

se refiere la letra c). 

5. El título en cuya virtud se inscribe el proyecto de distribución de beneficios 

y cargas será suficiente para la modificación de entidades hipotecarias, 

rectificación de descripciones registrales, inmatriculación de fincas o de excesos 

de cabida, reanudación del tracto sucesivo, y para la cancelación de derechos reales 

incompatibles, en la forma que reglamentariamente se determine. 
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6. La constancia registral de la afección, con carácter de garantía real, al 

cumplimiento de las obligaciones resultantes del expediente de equidistribución de 

beneficios y cargas, tendrá un plazo de caducidad de siete años contados desde su 

fecha.  

No obstante, si durante su vigencia se hubiere elevado a definitiva la cuenta 

provisional de liquidación del proyecto de equidistribución que corresponda, dicha 

caducidad tendrá lugar por el transcurso de dos años, a contar desde la fecha de la 

constatación en el Registro de la Propiedad del saldo definitivo, sin que, en ningún 

caso, pueda exceder el plazo de siete años desde la fecha originaria de la afección. 

Antes de su finalización, dicho plazo podrá ser prorrogado por períodos anuales 

hasta un máximo de cinco, a instancia de la Administración actuante, o de la 



Entidad Urbanística colaboradora, mediante certificación de la que resulte que no 

ha sido finalizada la obra de urbanización. 

Disposiciones adicionales 

Disposición adicional tercera. Potestades de ordenación urbanística en 

Ceuta y Melilla. 

Las ciudades de Ceuta y Melilla ejercerán sus potestades normativas 

reglamentarias en el marco de lo establecido por las respectivas leyes orgánicas por 

las que se aprueban sus estatutos de autonomía, esta ley y las demás normas que el 

Estado promulgue al efecto. 

En todo caso, corresponderá a la Administración General del Estado la 

aprobación definitiva del Plan General de Ordenación Urbana de estas ciudades y 

de sus revisiones, así como de sus modificaciones que afecten a las 

determinaciones de carácter general, a los elementos fundamentales de la estructura 

general y orgánica del territorio o a las determinaciones a que se refiere el apartado 

séptimo de la disposición final segunda. 

La aprobación definitiva de los Planes Especiales no previstos en el Plan 

General, y de sus modificaciones, así como de las modificaciones del Plan General 

no comprendidas en el párrafo anterior, corresponderá a los órganos competentes 

de las ciudades de Ceuta y Melilla, previo informe preceptivo de la Administración 

General del Estado, el cual será vinculante en lo relativo a cuestiones de legalidad 

o a la afectación a intereses generales de competencia estatal, deberá emitirse en el 

plazo de tres meses y se entenderá favorable si no se emitiera en dicho plazo. 
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Las ciudades de Ceuta y Melilla ejercerán sus potestades normativas 

reglamentarias en el marco de lo establecido por las respectivas leyes orgánicas 

por las que se aprueban sus estatutos de autonomía, esta ley y las demás normas 

que el Estado promulgue al efecto.  

En todo caso, corresponderá a la Administración General del Estado la 

aprobación definitiva del Plan General de Ordenación Urbana de estas ciudades y 

de sus revisiones, así como de sus modificaciones que afecten a las 

determinaciones de carácter general, a los elementos fundamentales de la 

estructura general y orgánica del territorio o a las determinaciones a que se refiere 

el apartado 8 de la disposición final segunda.  

La aprobación definitiva de los Planes Especiales no previstos en el Plan 

General, y de sus modificaciones, así como de las modificaciones del Plan General 

no comprendidas en el párrafo anterior, corresponderá a los órganos competentes 

de las ciudades de Ceuta y Melilla, previo informe preceptivo de la Administración 

General del Estado, el cual será vinculante en lo relativo a cuestiones de legalidad 

o a la afectación a intereses generales de competencia estatal, deberá emitirse en 

el plazo de tres meses y se entenderá favorable si no se emitiera en dicho plazo. 



 Disposición adicional décima cuarta. Creación de una plataforma para 

agilizar la emisión de los informes sectoriales. 

1. Con objeto de facilitar y agilizar el procedimiento de emisión de los 

informes sectoriales que afectan a los instrumentos de ordenación territorial y 

urbanística, el Ministerio de Vivienda y Agenda Urbana pondrá a disposición de 

todas las Administraciones Públicas una plataforma telemática que garantice la 

interoperabilidad con las plataformas creadas en el ámbito de la Administración 

General del Estado con el mismo objeto y proporcione la información necesaria 

requerida por los órganos sectoriales estatales, a la vez que permita su seguimiento.  

El plazo previsto para la puesta en marcha de esta plataforma será de un año a 

contar desde la entrada en vigor de la Ley XX/XXXX, de XX de XX, por la que 

se modifica del texto refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana, 

aprobado por el Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre. 

 2. La citada plataforma servirá, igualmente, para instrumentalizar el 

requerimiento a que hace referencia el apartado 4 de la disposición adicional 

segunda de la Ley 13/2003, de 23 de mayo, reguladora del contrato de concesión 

de obras públicas. 

Disposiciones transitorias 

Disposición transitoria tercera. Valoraciones. 

1. Las reglas de valoración contenidas en esta ley serán aplicables en todos los 

expedientes incluidos en su ámbito material de aplicación que se inicien a partir de 

la entrada en vigor de la Ley 8/2007, de 28 de mayo, de Suelo. 

2. Se exceptúan de la aplicación de las reglas de valoración previstas en esta 

ley, exclusivamente los terrenos en los que, a la entrada en vigor de la Ley 8/2007, 

concurran de forma cumulativa las tres circunstancias siguientes: 
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a) Que formasen parte del suelo urbanizable incluido en ámbitos delimitados 

para los que el planeamiento hubiera establecido las condiciones para su desarrollo. 

b) Que existiese una previsión expresa sobre plazos de ejecución en el 

planeamiento, o en la legislación de ordenación territorial y urbanística. 

c) Que en el momento a que deba entenderse referida la valoración, no 

hubieran vencido los plazos para dicha ejecución o, si hubiesen vencido, fuese por 

causa imputable a la Administración o a terceros. 

Dichos terrenos se valorarán conforme a las reglas establecidas en la Ley 

6/1998, de 13 de abril, sobre Régimen de Suelo y Valoraciones, tal y como 

quedaron redactadas por la Ley 10/2003, de 20 de mayo. 
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para los que el planeamiento hubiera establecido las condiciones para su desarrollo. 
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planeamiento, o en la legislación de ordenación territorial y urbanística. 
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6/1998, de 13 de abril, sobre Régimen de Suelo y Valoraciones, tal y como 

quedaron redactadas por la Ley 10/2003, de 20 de mayo.  

3. A los efectos de lo dispuesto en el artículo 38.2 de esta ley, el porcentaje de 

beneficio empresarial derivado de la promoción de la actuación urbanizadora será 

la suma de la tasa libre de riesgo y la prima de riesgo, pudiendo corregirse en los 

términos que reglamentariamente se determinen atendiendo a las condiciones 

jurídico-urbanísticas de la actuación de nueva urbanización y los plazos 

establecidos para su desarrollo. 

 


